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Declaraciones 


Poder Judicial del Estado de Guanajuato 
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Judicial del Poder Judicial de Guanajuato. 


TI.- 
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y cuando verse sobre el tema principal del texto replicado, la extensión 
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constan en el micrositio https://www.poderjudicial- gto. 
gob.mx/index.php?module=uajj. 


TII.- Se publicarán artículos de invitados y de todo aquel 


IV.- 


interesado en difundir el resultado de sus investigaciones, mismas 
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juridicas(Apoderjudicial-gto.gob.mx. 
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ciego (peer review double blind) en la que el examinador y el autor no 
se conocen entre sí. 


El envío de la investigación implica la declaración formal 
del remitente de que el artículo es inédito, de su autoría, además que 
sabe y acepta ceder, de manera irrevocable, los derechos de autor a 
Investigaciones Jurídicas de la Escuela de Estudios e Investigación 
Judicial del Estado de Guanajuato. Del mismo modo asume, de manera 
individual, la responsabilidad por potenciales daños que su escrito 
pudiera causar, desligando a Investigaciones Jurídicas y al Poder 
Judicial. 


Está prohibido el uso de lenguaje género-sensitivo y alusiones 


discriminatorias, salvo que sean usadas a manera de ejemplo de lo que 
no debe ser, o sean objeto de estudio. 
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Presentación editorial 


l derecho familiar es primordial en el tejido social, en razón de que 
puede direccionar o redireccionar la vida de las personas. 


De ahí la necesidad de una actuación jurisdiccional activa en 
los procedimientos familiares, que permita prever y evitar situaciones 
perjudiciales para los vulnerables, como pueden ser los menores de edad y 
los adultos mayores. 


Particularmente, en el derecho familiar debe obrarse ampliando 
la protección que marcan las normas, lo que no es un quehacer fácil, y 
posiblemente, es la actividad más trascendente y delicada. 


Justo es el tema de este artículo, en el que la autora trasmite el sabor 
de la actividad diaria de los juzgados, abordando de manera breve y sencilla 
el tema del ejercicio de la actuación de oficio. 


Pone en evidencia que, en materia familiar, cuando el juzgador advierte 
alguna vulneración a los derechos de niñas, niños y adolescentes, tiene la 
obligación legal de actuar, incluso de manera oficiosa, para dar cumplimiento 
al mandato constitucional. 


Destaca en el texto, que en toda actuación debe prevalecer la 
observancia del interés superior del menor, invocando preceptos estatales y 


nacionales. 


Señala, de manera tácita, que el ejercicio de la actividad jurisdiccional 
de oficio implica la observancia de los principios de progresividad, suplencia 
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de la queja, acceso a la justicia y tutela judicial efectiva, a fin de proteger la 
primera etapa del ser humano; cuya materialización implica experticia de los 
juzgadores. 


En este contexto, se hace patente el ejercicio del principio dispositivo 
-en aras de la protección a los menores- y la importancia de que el tribunal no 
solo desahogue las pruebas que ofrecen las partes, sino que también ejercite 
la facultad jurisdiccional para desechar las que no benefician al infante, u 
ordenar otras. 


Y concluye al destacar el deber imperante del resolutor para desarrollar 
sensibilidad para decretar medidas de protección, ante la existencia de la 
duda razonable de riesgo, así como la visión respecto a su aplicación. 


El tema precisa las buenas prácticas de dirección que debe tener el 


juzgador durante el juicio, dando la mayor protección al menor y personas 
adultas vulnerables 


Resulta provechosa la exposición del tema que presenta la autora, 
para conocer de manera amplia y precisa la conducción de los juicios de 
forma adecuada y beneficiosa, asegurando el respeto de los derechos de los 


miembros de la familia. 


Jueza Lic. Sagrario Sánchez Hernández. 
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La actuación oficiosa del juzgador en 
materia familiar 
Una opinión 


An opinion about the obligations of the judge in family 


matters 


Jueza Mtra. Martha Georgina 
Robledo Ascencio 


Resumen: A fin de controlar diversas opiniones sobre la actuación 
oficiosa del juez familiar, se propone un examen sencillo que 
responda a 2 preguntas, cuyas respuestas auxilian a determinar si 
el juez debe intervenir o no, supliendo a los contendientes. 


Palabras claves: Actuación oficiosa. Prueba para mejor proveer. 
Interés superior del menor. Derechos humanos. Proceso familiar. 


Abstract: In order to control various opinions about the unofficial 
action of the family judge, a simple test is proposed that answers 
2 questions, whose answers help determine whether the judge 
should intervene or not, supplying the contenders. 


Keywords: Informal action. Try to better provide. Best interest of 
the minor. Human rights. Family process. 
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Introducción 


¿Cuándo debe haber una actuación de oficio en un proceso familiar? ¿Es una 
apreciación solamente subjetiva?. 


El tema de la actuación de oficio en la práctica resulta polémico. Es 
fácil de decir, pero difícil de aplicar, y puede implicar que el juez de primera 
instancia, el magistrado, y el juez de control constitucional tengan opiniones 
diferentes, todas basándose en argumentos tuitivos: creo que es necesario o no 
lo creo en este caso. 


Definitivamente, la decisión se toma con el caudal de conocimientos y 
experiencias que tiene cada juzgador, las que mayormente no son homogéneas, 
produciendo en la realidad una torre de Babel jurídica. 


Lo anterior hace necesario cuando menos, tener una pauta que controle 
la alta subjetividad a la que puede reconducir este tema, y que dicha volubilidad 
de opiniones, al final de cuentas, no termine por perjudicar a quienes se 
pretende custodiar. 


Así que, de inicio debe considerarse, a manera de presunción, que en 
todo enjuiciamiento familiar, por lo delicado y trascedente de la célula básica 
de la sociedad, hay un potencial riesgo para los justiciables; por lo que se deben 
hacer, al menos 2 preguntas: ¿Qué riesgos de los miembros de la familia se 
involucran? y ¿los postulantes promovieron lo necesario para la protección 
de los riesgos que se advierten en el caso? 


El resultado de la primera pregunta implica listar los riesgos potenciales, 
y la segunda, analizar la idoneidad como pertinencia de la medida de protección 
incoada. Ambas respuestas condicionarán si debe existir una actuación oficiosa 
del juez, es decir, que actúe reuniendo pruebas para mejor proveer, decretar 
una medida de protección, etc, etc. 


Cierto es que es un examen ligero, apenas un escarceo, pero también 
cierto es, que implica un principio para controlar la desmedida subjetividad 
que se traduce en una mala praxis jurisdiccional. 
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La importancia de la 
célula básica de 
la sociedad: La familia 


a familia, como núcleo y base de la sociedad, es de suma importancia 

para el Estado, a fin de que se mantenga en equilibrio; de ahí que 

el derecho familiar esté en constante cambio, con el objetivo de 
actualizarse conforme a las condiciones de la época. 


El derecho de familia se encuentra en transformación, especialmente a 
raíz de la incorporación del derecho internacional de los derechos humanos, 
y de un desarrollo jurisprudencial que permea al derecho que regula las 
relaciones familiares. 


Es una rama que regula la creación y disolución de las relaciones 
jurídicas familiares, determinando además las facultades y responsabilidades 
legales derivadas de la situación familiar. Esto significa, que el derecho de 
familia decide quién cuenta como miembro legal de la familia y quién no, 
cómo se inician y terminan las relaciones jurídicas familiares, y qué significa 
(legalmente) ser un miembro de la familia.' 


En los conflictos familiares, la mayoría de las veces se involucran 
derechos de niñas, niños y adolescentes, siendo necesario, al constituir 
un grupo en condiciones de vulnerabilidad por su edad, y a fin de que sus 
derechos no se vean afectados, sino por el contrario, que en toda decisión 
jurisdiccional impere su beneficio, que el juzgador actúe de manera oficiosa 
para la protección de sus derechos, lo que permite así el ejercicio pleno de 
los mismos por la infancia y adolescencia. 


Es bien sabido que, para la toma de decisiones, el juzgador siempre 


Propuesta de definición de Jill Hasday que desarrolla en Hasday J.E.: Family Law Reimagined. 
Cambridge, Hardvard University Press. 2014. Vid in extenso. 
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debe atender al principio del interés superior de la niñez, lo que no se podría 
hacer si se dejara en manos de los adultos, ya sea sus mismos progenitores 
u otros miembros de la familia, las facultades para ejercerlos, ya que en 
ocasiones, los derechos de las niñas, niños y adolescentes se contraponen 
con los derechos de los adultos; principalmente los padres. 


En casos de protección a la infancia y adolescencia, la actuación del 
juzgador para protegerla, no debe estar sujeta a la voluntad de otra persona, 
ni siquiera a la de los adultos afectados, sino que debe ir acorde a las reglas 
de acción descritas en el el artículo 30. de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, para que desde las primeras diligencias, el hacer del juez o jueza 
se norme exclusivamente por el principio del interés superior de la niñez, de 
acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en sus artículos 1%. y 4”. y la Convención sobre los Derechos del 
Niño. 


En los juicios familiares, las emociones de los padres de los menores 
de edad afectan sus decisiones, surgiendo a partir de ahí la dificultad para que 
los acuerdos que se toman sobre los derechos de los hijos, logren la protección 
y garantía de sus derechos; teniendo el juzgador qué supeditar su actuación 
a la objetividad e imparcialidad, priorizando el interés superior de la niñez, y 
teniendo el deber de actuar para que sus decisiones no los afecten; eso sí se 
habla de un convenio elaborado por las partes que resuelva la controversia, 
y que previamente debe ser sancionado por el juzgador, resultando lo mismo 
cuando el conflicto se dirime en la sentencia que dicta el propio juez. 


Cada decisión que toma el juzgador en los conflictos familiares, 
impacta en el destino de una niña, niño o adolescente; de ahí lo delicado de 
la toma de decisiones, donde cada actuación debe realizarse no únicamente 
a instancia de parte, sino por el deber que tiene el juez de la aplicación del 
principio del interés superior de la niñez, que le impone velar por los derechos 
de quienes no pueden actuar por sí mismos, sino siendo representados de 
manera originaria por sus padres, o en ocasiones con la intervención de la 
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Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, quien actúa 
en coadyuvancia para garantizar su interés superior, y que en los casos de 
conflicto de intereses entre quienes ejercen la representación originaria y los 
representados menores de edad, o por una representación deficiente o dolosa, 
dicha representación se suple por la Procuraduría, conforme lo establece el 
artículo 3 del Código Procesal Civil del Estado, 


En este tipo de procesos, además del deber que tiene el juzgador de la 
suplencia de la deficiencia de la queja que establece el artículo 796 del Código 
Procesal Civil del Estado, el juzgador puede ordenar el desahogo de cualquier 
medio de prueba, cuando sea en beneficio de niños, niñas y adolescentes 
o incapaces -llamados adecuadamente personas con discapacidad- y es en 
esta actuación donde el juzgador ejerce a plenitud sus facultades oficiosas, 
porque es bien sabido por quienes realizamos el quehacer jurisdiccional, que 
muchas veces las pruebas que las partes aportan para resolver el conflicto 
son insuficientes, o no son las adecuadas para resolverlo, no pudiéndose 
limitar el desahogo de las pruebas a las que las propias partes ofrecen, pues 
de ser así, no se tendrían los medios necesarios de aplicación del derecho 
para privilegiar el interés de la infancia, y se estaría ante una sentencia que, 
aunque ponga fin al conflicto, no lo resuelvería protegiendo y garantizando 
los derechos de los menores de edad. 


El principio de impulso procesal o actuación de oficio, 
contrario a la actuación por solicitud de parte, e implica que el 
órgano jurisdiccional toma la iniciativa y da cause legal al 
procedimiento.? 


2 Cfr. Real academia de la lengua española: Principio de impulso de oficio. En diccionario panhis- 
pánico. https: //dpej.rae.es/lema/principio-de-impulso-de-oficio Consultado el 3 de mayo de 2022. 
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Las pruebas para 
mejor proveer 


n materia familiar, la facultad del juzgador para ordenar pruebas para 

mejor proveer, debe ser valorada en todos los casos en los que estén 

involucrados niños, niñas o adolescentes, ya que pararesolverconflictos 
donde sus derechos se afectan, se debe conocer su situación en relación al 
ejercicio de sus derechos, y se tiene el deber de allegarse de la información 
que sea necesaria, dentro de la cual se considera la opinión y descripción 
que el mismo menor de edad hace de su propia circunstancia (derecho de 
participación), su estado psico-emocional (evaluaciones psicológicas), su 
desempeño académico y social en la escuela (reportes escolares) y cualquier 
otro dato que pueda servir para conocer el contexto del menor de edad. 


El juzgador debe tener la sensibilidad necesaria para advertir, desde que 
se recibe la demanda o solicitud de medidas de protección, de la posibilidad 
de riesgo, y actuar oficiosamente dictando las medidas adecuadas, pues 
basta advertir el riesgo para protegerlo inmediatamente, ya que se tiene la 
presunción de necesidad de la medida de protección en favor de niñas, niños 
y adolescentes o personas con discapacidad, bastando solamente la existencia 
de la duda razonable del riesgo en el que se encuentren, para implementar 
todo lo que sea necesario para tener la certeza razonable de su seguridad, 
y al momento de revisar las medidas provisionales, el juzgador, de manera 
oficiosa, debe preparar el desahogo de las pruebas que permitan corroborar 
o no dicho riesgo para confirmar, modificar, o revocar dichas medidas de 
protección. 


Asimismo, en los procesos del orden familiar, las partes ofrecen 
pruebas, y cuando se involucran derechos de niñas, niños y adolescentes, aun 
cuando esas pruebas no reúnan los requisitos formales para su ofrecimiento, 
el juzgador tiene el deber de analizar, previo a su desechamiento, si su 
desahogo sería de beneficio para conocer la situación el menor de edad y 
resolver el conflicto conforme al interés superior del niño, y de ser dicha 
prueba relevante, admitirla, siendo la única limitante, para el caso de aquellas 
pruebas que puedan afectar a las niñas, niños o adolescentes, que dichos 
medios de convicción sean ilícitos o notoriamente improcedentes. 
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Los derechos de la niñez y adolescencia son derechos humanos 
que, como tales, el juzgador está obligado a promover, respetar, proteger 
y garantizar; y el Estado debe prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones que se cometen en contra de sus derechos*, derivándose de lo 
anterior, que no habría otra forma de cumplir con el mandato constitucional, 
sino mediante la actuación oficiosa del juzgador, y más en una materia en la 
que se involucran derechos tan diversos como son los de los integrantes de una 
familia, donde todos deben quedar protegidos y garantizados ante la ruptura 
familiar, resolviendo lo más benéfico para las niñas, niños y adolescentes en 
cuanto a la guarda y custodia, derecho de visitas y convivencias, así como lo 
relacionado con los alimentos, ya que aun cuando la familia se desintegre, 
los infantes y adolescentes deben poder ejercer sus derechos para alcanzar un 
pleno y armonioso desarrollo, hasta llegar a la adultez. 


En los procedimientos familiares, el juzgador desempeña un papel muy 
importante, porque para resolver el conflicto que se pone a su conocimiento 
debe proyectarse a futuro, visualizando cómo la aplicación de las normas 
legales y principios a cada niña, niño o adolescente afectará sus derechos, 
para posteriormente determinar lo que represente su mayor beneficio. Por 
ello, es tan amplia la facultad del juez o jueza de familia en los asuntos que 
resuelve, porque como se ha dicho, no es suficiente con lo que las pruebas que 
las partes aporten para la solución del conflicto, ya que muchas veces están 
sesgadas, y no permiten al juzgador analizar en toda su amplitud, además 
del conflicto, las soluciones al mismo que permitan proteger y garantizar los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 


Derivado de lo anterior, cuando en los procesos de esta naturaleza 
se afectan derechos de niñas, niños y adolescentes, es necesaria, de manera 
urgente y prioritaria, la actuación del juzgador, y no solamente para la 
protección de los derechos de aquellos, sino también para su restitución 
integral, ya que es evidente la dependencia del pleno ejercicio de esos 
derechos para que niños, niñas y adolescentes puedan alcanzar un sano 
desarrollo. Para un menor de edad, toda afectación a sus derechos genera un 


Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, artículo 1%. Reforma publicada en el 


Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. ed. México, p. 91. 
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impacto en su desarrollo de manera integral* 


Por ello, es que para lograr la restitución de tales derechos, el juzgador 
debe actuar atendiendo, no solamente las afectaciones que se presentan en 
los menores de edad en los momentos en que se presentan los conflictos 
familiares en que se encuentran inmersos, sino que debe vislumbrar las 
posibles afectaciones que puedan tener, para implementar lo necesario en 
cuanto al cumplimiento de los deberes parentales para con los menores de 
edad, y en el caso de las mujeres, cuando están siendo afectadas por violencia 
dentro del entorno familiar ya sea de manera directa o indirecta, lo que no 
solamente afecta a los adultos sino también a los menores de edad, y se 
debe actuar oficiosamente para proveer lo necesario, a fin de romper en 
muchos casos el ciclo de violencia que se vive en el interior de la familia, 
lo que va desde medidas de protección reforzadas para los menores de edad 
y los adultos, así como los apoyos sicológicos adecuados para proteger a 
los hijos e hijas que se encuentran en el escenario de violencia. En casos 
de violencia, las víctimas, cuando se encuentran en un contexto de crisis, 
necesitan de la protección a los hijos, ya que la capacidad de las mujeres para 
la autoprotección se ve disminuida, y se requiere de la actuación del juzgador 
en toda su amplitud, al tener las obligaciones reforzadas en estos casos. 


“La ley verdadera es la recta razón de conformidad con la natura- 
leza y tiene una aplicación universal, inmutable y perenne, median- 
te sus mandamientos nos insta a obrar debidamente y, mediante sus 

prohibiciones, nos evita obrar mal. ” 


Justiniano 


Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren a niñas, ni- 
ños y adolescentes. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Dirección General de Comu 
nicación y Vinculación Social de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 2a. ed. México. 
p. 91 
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La necesidad de la 
actuación oficiosa 


l juez o jueza de familia tiene las facultades de implementar lo que sea 

necesario, para la protección y garantía de los derechos de los integran- 

tes de la familia, priorizando aquéllos que afecten a menores de edad, 
ya que son cuestiones de orden público e interés social todo lo que incida en 
ella, con la sensibilidad necesaria que le hace creativo para resolver los con- 
flictos de esta naturaleza, atendiendo a cada caso en concreto, con la mirada 
puesta siempre en los derechos de la infancia y adolescencia para su ejercicio 
pleno a fin de llegar a la adultez donde alcanzarán su autonomía personal, re- 
cordando siempre que el niño hace en activo lo que vivió en pasivo y depende 
en gran medida de la labor del juzgador, donde su intervención no tiene más 
limite que el respeto a los derechos humanos de quienes integran una familia. 


“En el proceso civil moderno el juez no puede conservar la acti- 
tud pasiva que tuvo en el proceso de otros tiempos. Es un principio 
del derecho civil público moderno que el Estado hallase interesado 
en el proceso civil; no ciertamente en el objeto de cada pleito, sino 


en que la justicia de todos los pleitos se realice lo más rápidamente 
y lo mejor posible. El juez, por lo tanto, debe estar provisto también 
en el proceso civil, de una autoridad que careció en otros tiempos. ” 


Jean-Étienne-Marie Portalis 
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Conclusión 


os procedimientos de oralidad familiar exigen un examen sobre la 
intervención jurisdiccional oficiosa. 


En razón de los valores en riesgo debe presumirse la existencia del riesgo 
potencial de los justiciables involucrados en una contienda familiar; por lo que 
se debe realizar un examen que responda al menos a 2 preguntas: ¿Qué riesgos 
se involucran? y ¿los postulantes promovieron lo necesario para controlar el 
peligro?. 


Si las respuestas arrojan la existencia probable de riesgos, sumado a 


la omisión de solicitud de los postulantes para controlarlos, se traduce en la 
necesidad de una actuación jurisdiccional oficiosa acorde a cada caso concreto. 
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torno al tópico de actuación oficiosa del 
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Registro | Tipo de reso- Voz Artículos que impactan 
lución 


2017598 | Tesis Aislada | Violencia familiar. Los jueces que conozcan de | Relacionados 83, 780, 796 y 814 del 
(Constitucio- | controversias familiares deben intervenir de ofi-| código de procedimientos civiles 
nal, Civil) | cio, en asuntos que afecten a la familia, estén in- para el estado de Guanajuato. 


volucrados menores, el derecho a los alimentos y 
cuestiones relacionadas con aquélla (legislación 
aplicable para la ciudad de México). 


169680 | Tesis Aislada | Interés superior de los menores. Cuando en una | Relacionados 83, 780, 796 y 814 del 
(Civil) controversia del orden familiar, alguno o ambos| código de procedimientos civiles 
progenitores manifiesten actitudes que puedan para el estado de Guanajuato. 


afectar la integridad física, psíquica o sexual de sus 
menores hijos, el juzgador debe actuar, incluso de 
oficio, sometiéndolos a terapia psicológica, a fin 
de cumplir con dicho principio. 


177979 | Tesis Aislada | Divorcio necesario a causa de violencia familiar. | Relacionados 83, 780 y 814 del 
(Civil) Procede el estudio de esa acción, sin necesidad de | código de procedimien-tos civiles 
que el promovente precise las circunstancias de para el estado de Guanajuato. 


tiempo, modo y lugar, quedando obligado el juz- 
gador a intervenir de oficio, atento a las facultades 
que le otorga la ley en esos casos. 


181756 | Tesis Aislada | Convivencia familiar. En las sentencias que se dic-| Relacionados 83, 780 y 814 del 
(Civil) ten en los juicios de divorcio o de guarda y custo- | código de procedimientos civiles 
dia de menores, es obligación del órgano jurisdic- para el estado de Guanajuato. 
cional pronunciarse, aun de oficio, respecto a ese 
régimen (legislación del Distrito Federal). 
178773 Tesis Aislada | Convivencia familiar de un menor. Quien solicita | Relacionados 83, 780, 796 y 814 del 
(Civil) su limitación deberá acreditar la posible existen- | código de procedimientos civiles 
cia de peligro contra el descendiente, aun cuando para el estado de Guanajuato. 
se den los supuestos en que el juzgador, de oficio, 
pueda recabar los elementos necesarios de convic- 
ción para emitir su fallo, con excepción de que se 
encuentre imposibilitado para comprobarlo. 
202595 Jurispruden- | Ministerio Público. Es obligatoria la intervención Relacionado 3" del código de 
cia (Civil) | del, en la revisión de oficio de los asuntos de ca- | procedimientos civiles para el estado 


rácter familiar (legislación del estado de Jalisco). de Guanajuato. 
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Décima Época 
Registro: 2017598 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 10 de agosto de 2018 10:18 h 
Materia(s 1.120.C.49 C (10a.) 


Violencia familiar. Los jueces que conozcan de controversias familiares 
deben intervenir de oficio, en asuntos que afecten a la familia, estén in- 
volucrados menores, el derecho a los alimentos y cuestiones relacionadas 
con aquélla (legislación aplicable para la ciudad de México). 


Al ser parte el Estado Mexicano de los instrumentos internacionales tiene la 
obligación vinculante de adoptar, sin dilaciones, acciones para erradicar la vio- 
lencia contra las mujeres y los menores de edad; de ahí que las autoridades 
administrativas están obligadas a que una vez que tengan conocimiento de los 
presuntos hechos de violencia familiar, deben iniciar la averiguación previa y 
abrir la carpeta de investigación respectiva para el ejercicio de la acción penal 
contra el presunto agresor o victimario. En ese contexto, si una persona del 
sexo femenino acude ante la autoridad administrativa competente a hacer de 
su conocimiento que fue víctima de agresión física junto con sus hijos, sin que 
se hubiera practicado alguna diligencia para constatar los hechos de violencia 
física o el desahogo de alguna prueba pericial en psicología para acreditar la 
violencia intrafamiliar, es imputable a la autoridad administrativa esa omisión, 
al ser quien tiene la obligación de proteger a la mujer y a los menores con un 
actuar idóneo y diligente, en debido ejercicio de sus funciones; para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra ésta, por lo que no es atribuible a 
la quejosa la falta de prueba plena de esos hechos de violencia intrafamiliar; 
por el contrario, es patente la inactividad del Ministerio Público de realizar su 
función como persecutor de delitos y de dictar las medidas preventivas para 
salvaguardar la integridad de las víctimas como lo establecen los artículos 200, 
201 Bis y 202 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciu- 
dad de México en su capítulo de violencia familiar. Consecuentemente, ante 
la omisión de la autoridad administrativa, y con base en las facultades que les 
otorga el artículo 941 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, los Jueces que conozcan de con- 
troversias familiares deben intervenir de oficio cuando se trate de asuntos que 
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afecten a la familia, estén involucrados menores, el derecho a los alimentos y 
cuestiones relacionadas con violencia familiar. 


DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 699/2017. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretaria: Areli Córdova Valenzuela. 


PENSAMIENTOS | 24 | DERECHO CIVILY PROCESAL CIVIL > 


Novena Época 
Registro: 169680 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): (Civil) 
Tesis: 1.70.C.107 C 


Interés superior de los menores. Cuando en una controversia 
del orden familiar, alguno o ambos progenitores manifiesten 
actitudes que puedan afectar la integridad física, psíquica o 
sexual de sus menores hijos, el juzgador debe actuar, incluso 
de oficio, sometiéndolos a terapia psicológica, a fin de cum- 
plir con dicho principio. 


Los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni- 
dos Mexicanos; 3 y 4 de la Ley para la Protección de los Dere- 
chos de Niñas, Niños y Adolescentes; 2, fracción I y 4, fracción 
IT de la Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el Distrito 
Federal, en concordancia con los diversos preceptos 3 y 9 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (ratificada por el Esta- 
do mexicano y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticinco de enero de mil novecientos noventa y uno), estable- 
cen el interés superior de los menores como principio rector en 
las decisiones de carácter judicial que repercutan en la vida de 
aquéllos. Dicho principio obliga a que en las controversias del 
orden familiar, el juzgador observe, por sobre todas las cosas, el 
bienestar de los infantes, anteponiéndolo al interés de cualquier 
adulto involucrado en la contienda, incluso, supliendo en su pro- 
vecho la queja deficiente. Así pues, cuando en un juicio de esa 
naturaleza, alguno o ambos progenitores manifiesten actitudes o 
comportamientos que puedan dañar la integridad física, psíquica 
o sexual de sus menores hijos, el Juez, en aras de cumplir con el 
mandato constitucional, debe, aun de oficio, tomar las medidas 
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necesarias para someter a los padres a terapia psicológica, a fin 
de que cese la afectación, pues esa decisión tiende a lograr el 
bienestar de los niños y en consecuencia, a satisfacer el principio 
de su interés superior. 


SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO. 


Amparo directo 190/2008. 24 de abril de 2008. Unanimidad de 
votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado García. Secreta- 
ria: Alicia Ramírez Ricárdez. 
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Novena Época 
Registro: 177979 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): (Civil) 
Tesis: 1.60.C.351 C 


Divorcio necesario a causa de violencia familiar. Procede el 
estudio de esa acción, sin necesidad de que el promovente 
precise las circunstancias de tiempo, modo y lugar, quedando 
obligado el juzgador a intervenir de oficio, atento a las facul- 
tades que le otorga la ley en esos casos. 


De una sistemática y armónica interpretación del contenido de 
los artículos 267, fracción XVII, 282, fracción VII, 323 quáter y 
323 sextus, del Código Civil para el Distrito Federal, así como 
los numerales 940, 941 y 942, párrafo tercero, del Código de 
Procedimientos Civiles de la misma entidad, se advierte que en 
los casos en que se promueva la acción de divorcio necesario con 
motivo de violencia familiar ejercida por uno de los cónyuges 
contra el otro, o hacia los hijos de uno de ellos o de ambos, para 
que se proceda al estudio de esa acción, basta que el accionante, 
en el escrito de demanda respectivo, narre ciertos datos, hechos o 
acontecimientos vinculados con la violencia familiar, sin que sea 
imprescindible que lo haga en forma pormenorizada precisando 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que acontecie- 
ron, porque aquéllos tienen implícita la característica de que se 
pueden generar por conductas u omisiones ocurridas en diversos 
momentos, lo que aunado a la dinámica de la vida familiar en co- 
mún, provoca que muchas veces no se recuerden de manera pre- 
cisa o exhaustiva todas sus circunstancias; por consiguiente, para 
analizar la procedencia de la acción de divorcio en esos casos, 
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el juzgador deberá tomar en cuenta lo narrado por el afectado, la 
naturaleza de la causa de divorcio invocada y su facultad legal 
para intervenir de oficio en los asuntos que se refieran a dicha 
violencia, considerando los elementos de prueba rendidos duran- 
te la sustanciación del procedimiento, o en su defecto, ordenar se 
recaben los necesarios para emitir su determinación final. 


SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. 


Amparo directo 5946/2004. 2 de septiembre de 2004. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. 
Secretario: Hiram Casanova Blanco. 


Nota: Esta tesis contendió en la contradicción 66/2006-PS re- 
suelta por la Primera Sala, de la que derivó la tesis 1a./J. 69/2006, 
que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, página 
173, con el rubro: "DIVORCIO NECESARIO. CUANDO SE 
EJERCE LA ACCIÓN RELATIVA CON BASE EN LA CAU- 
SAL DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, EN LA DEMAN- 
DA DEBEN EXPRESARSE PORMENORIZADAMENTE 
LOS HECHOS, PRECISANDO LAS CIRCUNSTANCIAS DE 
TIEMPO, MODO Y LUGAR EN QUE OCURRIERON." 
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Novena Época 
Registro: 181756 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): (Civil) 
Tesis: 1.110.C.96 C 


Convivencia familiar. En las sentencias que se dicten en los 
juicios de divorcio o de guarda y custodia de menores, es obli- 
gación del órgano jurisdiccional pronunciarse, aun de oficio, 
respecto a ese régimen (legislación del Distrito Federal). 


De conformidad con el artículo 283 del Código Civil para el Dis- 
trito Federal, en relación con los diversos artículos 416 y 417 del 
mismo ordenamiento legal, en las sentencias que se dicten en los 
juicios de divorcio o de guarda y custodia de menores, el Juez 
de primer grado o, en caso de omisión, el tribunal de apelación, 
tienen la obligación de pronunciarse, aun de oficio, respecto del 
régimen de convivencia de los menores hijos con el progeni- 
tor que se encuentra separado de ellos, debiendo tener en cuenta 
para ello el interés superior de los menores, las circunstancias 
especiales del caso concreto y las posibilidades y condiciones 
específicas de cada uno de los padres, excepto cuando exista la 
certeza de que tal convivencia resulte riesgosa o perjudicial para 
el o los menores. 


DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 


Amparo directo 698/2003. 24 de noviembre de 2003. Unanimi- 

dad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo viu- 

da de Magaña Cárdenas. Secretaria: Alicia Avendaño Santos. 
<= IIA 
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Novena Época 
Registro: 202553 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): (Civil) 
Tesis: 11.30.C. J/4 


Ministerio Público. Es obligatoria la intervención del, en la 
revisión de oficio de los asuntos de carácter familiar (legisla- 
ción del estado de Jalisco). 


El artículo 456 del Código de Procedimientos Civiles del Estado 
(precepto vigente hasta el primero de marzo de mil novecien- 
tos noventa y cinco, pero aplicable actualmente por disposición 
expresa del artículo segundo transitorio del decreto 15766 que 
reformó ese ordenamiento), a la letra disponía: "Las sentencias 
que se dicten en los términos de los artículos 123, 124, 125, 126 
y 128 del Código Civil, así como las que se pronuncien en los 
juicios de divorcio necesario o nulidad de matrimonio y siempre 
que hubiese prosperado parcial o totalmente, la acción ejercitada, 
serán revisadas de oficio, por la Sala que corresponda del Supre- 
mo Tribunal de Justicia, con intervención del Ministerio Público, 
aun cuando se promueva apelación, mientras el tribunal examina 
la legalidad del fallo, quedarán en suspenso de ejecución." Basta 
la simple lectura de las actuaciones de segunda instancia para 
darse cuenta que el ad quem omitió dar intervención en la alzada 
al Ministerio Público. En efecto, en el toca de apelación no cons- 
ta que se hubiera cumplido con lo que establece la parte final del 
citado artículo 456, o sea, que se hubiera dado participación al 
representante social; abstención que transgrede, en perjuicio de 
los contendientes, las normas que regulan el procedimiento tras- 
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cendiendo por ese motivo al resultado del fallo, pues resulta in- 
cuestionable que de no haberse cometido la irregularidad de que 
se trata, dicho funcionario pudo haber coadyuvado con cualquie- 
ra de las partes, o bien haber expresado argumentos tendientes a 
que se declarara improcedente la acción de divorcio ejercitada, 
habida cuenta que, como es sabido, con independencia de que la 
sociedad que está interesada en preservar los matrimonios, entre 
sus funciones tiene aquél la de vigilar el correcto desarrollo de 
los juicios en que se ventilan cuestiones que puedan afectar la 
estabilidad familiar. 


TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL TERCER CIRCUITO. 


Amparo directo 653/95. Francisco Javier González Rosas. 5 de 
septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Fi- 
gueroa Cacho. Secretario: Juan Manuel Rochín Guevara. 


Amparo directo 600/95. María Elena Guzmán Sánchez. 26 de 
septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Iba- 
rrola González. Secretaria: María Elena Ruiz Martínez. 


Amparo directo 846/95. Juan José Pantoja Jaime. 3 de octubre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ibarrola González. 
Secretario: Ausencio Salvador Garcia Martínez. 


Amparo directo 1083/95. Raquel Rentería Torres. 15 de noviem- 
bre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María de los Ange- 
les E. Chavira Martínez. Secretaria: Martha Muro Arellano. 


Amparo directo 29/96. Alicia Plazola de Anda. 27 de febrero de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ibarrola González. 
Secretaria: Patricia J. Chávez Alatorre. 
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Novena Época 
Registro: 178773 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): (Civil) 
Tesis: 1.60.C.344 C 


Convivencia familiar de un menor. Quien solicita su limita- 
ción deberá acreditar la posible existencia de peligro contra 
el descendiente, aun cuando se den los supuestos en que el 
juzgador, de oficio, pueda recabar los elementos necesarios 
de convicción para emitir su fallo, con excepción de que se 
encuentre imposibilitado para comprobarlo. 


De una recta, sistemática y armónica interpretación de los ar- 
tículos 282, fracción VI y 417 del Código Civil, así como de 
los numerales 940 y 941 del Código de Procedimientos Civiles 
ambos del Distrito Federal se advierte que cuando se hace valer 
una acción que involucre aspectos de índole familiar, como ali- 
mentos, divorcio, etcétera, y también se solicite como prestación 
accesoria el establecimiento de un régimen de convivencia fa- 
miliar respecto de un menor, o cuando éste se solicita de manera 
reconvencional señalando que debe verificarse en determinado 
lugar debido a que puede existir peligro para aquél, resulta insu- 
ficiente para resolver al respecto, que el solicitante manifieste en 
su pedimento que existe la aludida posibilidad de peligro, sino 
que, ante la negativa absoluta de su contraparte, está constreñido, 
a aportar los elementos de prueba necesarios para demostrar que 
es cierto el hecho en que sustenta su petición de limitación del 
derecho de convivencia, para que el juzgador haga el estudio co- 
rrespondiente, de acuerdo con los hechos narrados y valore me- 
ticulosamente la correspondencia de las pruebas ofrecidas, así 
como las circunstancias especiales del caso y, finalmente, emita 
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su determinación, aun cuando pueden darse supuestos en los que 
sea necesario que el resolutor recabe, de oficio, los medios de 
convicción necesarios y suficientes para resolver lo conducen- 
te; pues si bien es cierto que en materia familiar opera la regla 
de que en casos donde se involucren derechos de menores no 
debe exigirse la carga probatoria establecida en el artículo 281 
del código adjetivo civil para el Distrito Federal e, incluso, existe 
suplencia de la queja deficiente mediante la aportación de ofi- 
cio por parte del órgano jurisdiccional, de elementos probatorios 
para mejor proveer, también lo es que dicha regla no es absoluta, 
sino circunscrita a los casos en que se advierta que no existen 
otros medios de convicción aptos, o bien, que por las circunstan- 
cias del caso, las partes están imposibilitadas para acreditar los 
hechos materia de la litis que pudieran conducir a la protección 
de los intereses de los menores. 


SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. 


Amparo directo 6066/2004. 9 de septiembre de 2004. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. 
Secretario: Hiram Casanova Blanco. 
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